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- Respecto a si se tenía decidido adoptar alguna medida especial para evaluar el caso concreto, se nos indicó que 
se dieron instrucciones a los tribunales para que “cualquier planteamiento del ejercicio para intentar contestar 
a la pregunta, aunque no se llegase a expresar si tenía, o no, solución, sino simplemente el planteamiento 
correcto, fuese suficiente para otorgar el punto en la pregunta”, aunque esta instrucción no fue necesaria 
aplicarla por cuanto el alumnado trabajó con el enunciado de la pregunta ya corregido.

- Por último, nos trasladaban los datos de los resultados obtenidos por el alumnado en la prueba: eligieron 
la opción A un 78 %, mientras que la B la eligieron el 22 % restante; este alumnado que realizó la opción B 
obtuvo, como media, una calificación de dos centésimas superior a quien eligió la opción A. Por todo ello, las 
universidades públicas andaluzas entendieron que no era necesaria la repetición del examen.

Tras examinar la respuesta recibida, entendimos que no eran precisas nuevas actuaciones por parte de esta 
Institución, por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Entendemos, en todo caso, que lo acaecido en estas pruebas de acceso debe llevar a la Administración a extremar el rigor 
en la preparación y organización de las mismas, a fin de evitar en cursos sucesivos que se repitan situaciones conflictivas que, 
por nimias que puedan parecer, incrementan de forma totalmente innecesaria el nivel de ansiedad y estrés emocional que 
ya soportan quienes enfrentan un momento que puede resultar decisivo para sus aspiraciones personales y profesionales.

1.4.3.3 La obligada reforma del seguro escolar para el alumnado universitario
Uno de los asuntos tratados en la Jornada de Coordinación entre el Defensor del Pueblo Andaluz y las Defensorías 

universitarias de las Universidades públicas de Andalucía, celebrada el 23 de marzo de 2017, se refería a la situación 
de discriminación del alumnado mayor de 28 años en relación al seguro escolar.

El problema se produce por cuanto los mayores de 28 años no pueden acogerse al seguro escolar obligatorio que 
cubre al resto del alumnado universitario, por lo que quedan sin cobertura o tienen que contratar por su cuenta 
otro seguro abonando una cuantía notablemente superior a la del seguro obligatorio.

El Seguro Escolar Obligatorio se estableció en la Ley de 17 de julio de 1953 con la edad límite para su aplicación de 
28 años. De la necesidad de actualizar la regulación de este seguro es claramente consciente la propia Administración 
del Estado, como lo demuestra la disposición adicional primera del Real decreto 1791/2010, por el que se aprueba el 
Estatuto del Estudiante Universitario, que dispone lo siguiente: «El Gobierno procederá al estudio de las contingencias 
actuales del seguro escolar, las prestaciones que se deriven de dicho seguro, la compatibilidad con otras modalidades 
generales de aseguramiento por contingencias actualmente en vigor y las necesidades derivadas de la enseñanza 
universitaria actual, con la finalidad de presentar, en su caso, un proyecto de ley que redefina el régimen del seguro 
escolar. El alcance del actual seguro escolar seguirá estando en vigor hasta dicho momento». Lamentablemente el 
compromiso incluido en esta disposición adicional sigue a la presente fecha sin ser cumplimentado.

En todas las universidades andaluzas se informa sobre las limitaciones, requisitos, coberturas y normativa sobre 
el seguro escolar en sus páginas web e incluso a la hora de formalizar la matrícula. Pero solo algunas ofrecen 
alternativas de seguro escolar “voluntario o complementario” fruto de convenios con aseguradoras a un precio 
que en principio sería más económico que si el alumno fuera por su cuenta, pero siempre más caro que el seguro 
obligatorio que pagan en sus matrículas el resto de alumnos menores de dicha edad (1,12 euros). Esta voluntariedad 
del seguro está suponiendo que haya estudiantes universitarios que no tengan seguro.

Especial mención merece la situación de los alumnos que sobrepasan los 28 años y tienen que hacer prácticas 
externas curriculares para los que el seguro escolar “voluntario” se convierte en obligatorio por norma, entre 
otras razones porque las entidades que los acogen en sus prácticas lo exigen como requisito. En este caso algunas 
universidades andaluzas han articulado procedimientos “excepcionales” o han elaborado de nuevo convenios 
específicos a través de una fundación.

Nos encontramos por tanto con un seguro escolar obligatorio obsoleto, basado en una ley de hace más de 60 años, 
que discrimina por razón de la edad al alumnado universitario y ofrece una cobertura claramente insuficiente, a 
cambio de un coste muy reducido.
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Teniendo en cuenta las circunstancias expuestas, esta Institución acordó el inicio de oficio de la queja 17/5238.

En el curso de dicha queja se solicitó informe a todas las Universidades Públicas de Andalucía y a la Dirección 
General de Universidades. Asimismo, se dirigió un escrito informativo al Defensor del Pueblo del Estado solicitando 
su intervención en el presente asunto.

En estos escritos de petición de información se señalaba que, más allá de las actuaciones y medidas que pudiera incorporar 
cada Universidad, entendíamos que la solución idónea pasaba por modificar la normativa básica de ámbito estatal, de 
modo que se eliminase la limitación por edad y se revisaran las cuotas y coberturas del seguro escolar obligatorio. 

En cuanto a las Universidades Públicas andaluzas señalábamos en nuestro escrito de petición de información que, 
en tanto no se modificase la normativa en vigor, la solución a la situación expuesta podría venir de la mano de una 
coordinación entre todas las Universidades andaluzas con objeto de obtener unas condiciones equiparables de 
aseguramiento para todo el alumnado universitario andaluz.

A tal fin, se planteaba la posibilidad de solicitar conjuntamente a las compañías aseguradoras una oferta de 
seguro voluntario y complementario, que permitiera obtener mejores condiciones económicas y de cobertura y se 
ofreciera por igual a todo el alumnado universitario de Andalucía.

Recibida cumplida respuesta a los escritos de solicitud de informe remitidos a las distintas administraciones, 
podemos resumir el contenido de los mismos de la siguiente forma:

- Universidades Públicas de Andalucía: todas las Universidades consultadas coinciden en valorar la importancia 
de la problemática que afecta al seguro escolar del alumnado universitario y consideran que la solución 
definitiva debe venir de una modificación de la normativa actual por parte de la Administración del Estado.

Asimismo, todas las Universidades consultadas coinciden en valorar como acertada la propuesta de esta Institución 
de solicitar conjuntamente a las compañías aseguradoras una oferta de seguro voluntario y complementario, que 
permitiera obtener mejores condiciones económicas y de cobertura y se ofreciera por igual a todo el alumnado 
universitario de Andalucía.

A estos efectos, consideran que el órgano idóneo para hacer efectiva esta propuesta es el Consejo Andaluz de 
Universidades.

A la vista de la respuesta recibida, se consideró oportuno formular Resolución instando a que se incluya en la 
próxima reunión del Consejo Andaluz de Universidades una propuesta dirigida a estudiar la posibilidad de solicitar 
conjuntamente a las compañías aseguradoras una oferta de seguro voluntario y complementario para el alumnado 
que cursa estudios en las Universidades andaluzas, que permita obtener mejores condiciones económicas y de 
cobertura que las actualmente vigentes en las mismas.

Dicha Resolución se encuentra pendiente de la respuesta del Consejo Andaluz de Universidades.

1.4.4 Actuaciones de oficio, colaboración de las administraciones y 
resoluciones no aceptadas

 Por lo que se refiere a las actuaciones de oficio, en materia de educación no universitaria, a continuación 
se relacionan las iniciadas en el año 2018:

 Queja 18/0092, dirigida a la Delegación Territorial de Educación de Málaga, relativa a la 
situación de menores de 16 años detenidos por presunto hostigamiento a compañero del mismo 
centro docente.

 Queja 18/0093, dirigida a la Consejería de Educación, relativa a las demoras en el pago de 
subvenciones por parte de la Junta de Andalucía a los centros de educación infantil colaboradores.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-para-mejorar-el-seguro-escolar-obligatorio-en-la-universidad-y-evitar-la-exclusion-del
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/los-universitarios-mayores-de-28-anos-no-pueden-acogerse-al-seguro-escolar-obligatorio-actuamos
http://defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-ante-el-presunto-hostigamiento-de-unos-menores-a-un-companero-de-instituto
http://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-por-los-impagos-de-la-junta-de-andalucia-a-los-centros-de-educacion-infantil
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